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CARTA ABIERTA SOBRE LA CONSULTA POPULAR

Jorge Zavala Egas

INTRODUCCIÓN

Una  Constitución  es  la  que  organiza  la  sociedad  en  que  vivimos  y
nos señala quiénes mandan, qué mandan, por qué mandan, cómo
mandan y para qué mandan, además, qué derechos no nos pueden quitar
o limitar los que mandan.

Toda Constitución supone un poder que  la  haga  y  que,  a  su  vez,
tenga capacidad para reformarla. Ese poder lo ejerces tu, yo, nosotros.

Se trata del poder constituyente que ejercemos los votantes al dictar
una Constitución nueva y que lo hacemos en una etapa originaria o
primaria y  que  cuando  se  trata  de  reformar  esa  misma  Constitución  lo
desarrollamos en una etapa derivada o secundaria.

Se trata, en definitiva, de un poder, el que ejercemos, constitucio-
nalmente determinado que adopta el nombre de poder de enmienda o
reforma constitucional.

Nuestra  Constitución  lo  regula  por  las  normas  que  constan  en  los
artículos 441 a 444 y establece los procedimientos dependiendo si se trata
de una enmienda o de una reforma a la Carta Fundamental.

Enmienda es  si  el  cambio  a  la  Constitución  que  debemos  decidir
amerita poco debate, escasa argumentación y más obedece a concep-
ciones de vida que cada uno de nosotros posee.

Reforma es  si,  por  el  contrario,  lo  que  vamos  a  variar  de  la
Constitución requiere un intercambio de opiniones con mayor extensión
en el tiempo, con mayor profundidad en el análisis y con razones
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objetivas  que  nos  determinen  a  decidir  sea  por  el  sí  o  sea  por  el  no  al
cambio que nos proponen.

Para conocer, precisamente, la respuesta que vamos a consignar con
nuestro  voto  (el  “sí”  o  el  “no”),  acerca  del  cambio  a  la  Constitución,  es
que se realiza la consulta popular.

La  consulta  popular  por  ser  la  institución  mediante  la  cual  se
reforma nuestra sociedad, su organización de poder y nuestros derechos
debe  ser  difundida  en  forma  amplia  en  cuanto  a  las  consecuencias  que
vendrán de nuestro voto, sea el sí o el no.

De ahí  la  necesidad de entregarte  este  instrumento de estudio para
que adoptemos la decisión más positiva para nuestros hijos, nuestro
pueblo y nuestro futuro como Nación.

PREGUNTAS DE REPASO

Antes de votar tomémonos el trabajo de contestar las siguientes
preguntas  y  adquiramos  conciencia  que  vamos  a  ejercer  un  poder  en
función del futuro de todos:

- ¿Qué se incluye en la Constitución?

- ¿Qué poder hace la Constitución y en qué etapa de su ejercicio?

- ¿Ese mismo poder la puede cambiar y en qué etapa?

- ¿Cuándo el cambio a la Constitución se denomina enmienda?

- ¿Cuándo la alteración de la Constitución se llama reforma?

- ¿Cómo se llama la institución por la que se nos convoca a decir SI o
decir NO a los cambios a la Constitución que se nos proponen?

- ¿Qué vamos a decidir en la consulta popular convocada para el 7 de
mayo de 2011?
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SOBRE LA FORMA DE LAS PREGUNTAS QUE NOS HACEN

La  Consulta  Popular  se  divide  en  dos  grupos  de  preguntas:  el
primero se refiere a temas que debemos contestar desde el punto de vista,
no de nuestras preferencias personales, sino meditando sobre la libertad
de todos la que debemos respetar, apoyar y compartir.

En ese primer grupo hay preguntas que se refieren a cuestiones de
índole moral, otras a temas de culturas de sectores poblacionales y
alguna que tienen incidencia en cuestiones de derechos y que nuestro
voto puede cambiar en detrimento de los mismos.

En  el  segundo  grupo  se  nos  formulan  preguntas  con  respecto  a
regulaciones jurídicas que el gobierno quiere cambiar y que, precisa-
mente, por saber que no tiene legitimidad para hacerlo nos pide nuestro
consentimiento para emprender por esa vía de reforma a la Constitución.

La institución de la Consulta Popular es por lo general democrática,
pero  no  por  el  hecho  simple  de  consultarnos  lo  es,  se  trata  con  ello  de
cumplir una condición necesaria, pero que no es suficiente. Lo demo-
crático es connatural a la consulta siempre que ésta cumpla con insertarse
en el campo del debate amplio, que involucre el conocimiento pleno de lo
que votamos, por qué y para qué lo hacemos en el sentido del Sí o del No
y, sobre todo, de las consecuencias que ese voto traerá al Ecuador actual y
al futuro de las nuevas generaciones.

Desde este punto de vista escribo esta carta abierta que recoge los
razonamientos posibles para decidir nuestro voto, es un simple aporte a
la  reflexión  y  que  no  comunica  términos  o  conceptos  técnicos  que  re-
quieran preparación especializada en Sociología, Política o Derecho. No
contiene prejuicios ni conlleva malas intenciones, se trata de un ensayo
de razonamiento conjunto.

Es la Universidad llegando con un mensaje amistoso a los votantes
de nuestro país.
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PRIMER GRUPO: PREGUNTAS REFERIDAS A TEMAS
MORALES, CULTURALES Y SOCIALES

PREGUNTA 1

¿Está usted de acuerdo que la Asamblea Nacional, sin dilaciones,
dentro del plazo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legis-
lativa, a partir de la publicación de los resultados del plebiscito,
tipifique en el Código Penal, como un delito autónomo, el enrique-
cimiento privado no justificado?

Explicación de la pregunta:

Nos preguntan si estamos de acuerdo en ordenar a los legisladores
que, en el Código Penal, creen una figura que imponga pena a todo aquel
que incremente su patrimonio de manera que no lo pueda justificar.

Lo que nos invitan a decidir es si creemos o no que es necesario crear
una nueva conducta delictiva que consista en que todo nuevo incremento
de nuestros bienes (enriquecimiento) se deba justificar. Por ejemplo, si
adquirimos un vehículo para cualquiera de nuestros hijos y no sea justifi-
cado el gasto que hacemos en comparación con nuestra declaración de
impuesto a la renta, se convierte en delito común sancionado con prisión,
además, del correspondiente delito tributario que se ha cometido al
momento de la declaración tributaria y que también se reprime con
prisión.

Se trata de la creación de un nuevo delito especial que tendrá como
característica el que la carga de la prueba sea del dueño de un patrimonio
cualquiera que, a criterio de la autoridad que fuese, no pueda justificar,
teniendo  en  cuenta  su  nivel  de  ingresos  declarado  ante  el  Servicio  de
Rentas Internas la que podrá constatar lo adquirido sobre la base de la
declaración patrimonial, cuando sea del caso o de la declaración de
impuesto a la renta, siempre.

No expresa la regulación propuesta cómo justificar y cuándo se
considera justificado, eso queda a criterio del legislador cuando dicte la
norma que tipifique el delito.
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Razones para el Sí:

Lo que decidan votar Sí serán aquellos que tengan la convicción que
es una figura legal necesaria para impedir que las personas realicen
circulación de riqueza que no esté rígidamente controlada por las
autoridades competentes.

El  voto  afirmativo  implica  una  adhesión  a  incrementar  el  control
burocrático sobre la vida económica de las personas, incluyendo su capa-
cidad de medir y evaluar los bienes que adquiere, pues, será esa la
manera en que se  pueda justificar  lo  adquirido siempre que se  compare
con la realidad declarada de su estatus económico.

Razones para el No:

Los que votaremos No somos aquellos que sabemos que es una
figura innecesaria, pues, todo enriquecimiento privado se encuentra ya
considerado como delito, por ejemplo, en el caso de fraude en el pago de
impuestos,  lavado  de  activos,  en  las  estafas  y  defraudaciones  a  la
propiedad ajena, en la usura, etc.

Los que decidimos No sabemos que esa figura penal representará un
medio más a disposición del poder público de perseguir, enjuiciar y
encarcelar  a  los  que  a  bien  tenga,  pues,  bastará  con  señalar  que  una
propiedad  adquirida  no  se  ha  justificado  a  cabalidad,  en  la  forma  que
considera  el  gobierno  debe  ser  justificada  o  en  el  monto  que  debió  ser
hecha para desatar la represión penal.

Los que creemos que el voto No se debe imponer en nuestro país es
porque hemos visto como esa figura penal en nuestra vecina Venezuela
ha  servido  para  perseguir  a  los  principales  opositores  al  régimen  del
dictador Chávez.
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PREGUNTA 2

¿Está usted de acuerdo que en el país se prohíban los negocios
dedicados a juegos de azar, tales como casinos y salas de juego?

Explicación de la pregunta:

La  pregunta  no  requiere  mayor  análisis  y  se  trata  de  expresar
nuestra opinión sobre si queremos al Ecuador libre de casinos y más
negocios dedicados al juego de azar como las salas de tragamonedas.

Razones para el Sí:

Votará Sí aquellos que piensen que estas empresas hacen más daño
que el reporte de beneficios al país como el que se genera por el pago de
impuestos, en ser centros de empleo para miles de familias y que son
necesarios  para  atraer  el  turismo  al  país,  sobre  todo  para  las  zonas  que
viven de este rubro como las playas y determinados cantones de la sierra
y el oriente ecuatoriano.

Se decide por  el  Sí  aquellos  que piensen que los  casinos y  salas  de
juego  no  deben  existir  de  plano  en  el  Ecuador,  esto  es,  no  son  los  que
abogan por una adecuada y estricta regulación de personas que puedan
ingresar, de horarios y zonas de atención, de control de calidad de dichos
juegos, pues, ello está en manos de los actuales gobernantes hacerlo con
nuestra legislación vigente.

Razones para el No:

Seremos adherentes al No aquellos que pensamos que lo único que
se logrará con la prohibición es convertir a los juegos de azar en negocios
clandestinos que serán fuente de corrupción a nuestras autoridades.

Votar No es impulsar a las autoridades que fortalezcan los controles
sobre los casinos y salas de juego tanto en el orden policial como en el de
las relaciones laborales y tributarias.

Decidir  por  el  No  es  darle  oportunidad  al  turismo  receptivo  en  el
Ecuador  en  muchas  ciudades  que  lo  tienen  potencialmente  y  que  no  lo
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concretan por falta de atracciones sanas como son las salas de juegos y
casinos.

PREGUNTA 3

¿Está usted de acuerdo que en el cantón de su domicilio se prohíban
los espectáculos que tengan como finalidad dar muerte al animal?

Explicación de la pregunta:

No  se  nos  pide  que  nos  pronunciemos  contra  la  matanza  de  los
animales,  sino  saber  si  estamos  de  acuerdo  que  no  se  lo  haga  en
espectáculos públicos que tengan como centro esencial de atracción dar
muerte al animal.

Por otra parte, nos preguntan si estamos de acuerdo que en nuestro
Cantón no se realicen tales espectáculos, no obstante que puedan
realizarse  en  los  demás,  esto  es,  que  maten  toros,  gallos  o  pescados  en
otro gobierno seccional, pero no en el que habitamos.

Razones para el Sí:

Sería voto Sí el de aquel ciudadano que logre dilucidar cuál es la
diferencia  para el  Ecuador que se  maten toros  en las  corridas  de Quito,
Riobamba o Ambato, pero no en Guayaquil o en Salinas o que se maten
los  gallos  entre  sí  en  Yaguachi,  en  Santa  Lucía  o  Daule,  pero  no  en
Cuenca ni en Quito.

Vota Sí el que estime que esos espectáculos públicos en nuestro país
causan algún mal a la sicología de las personas en cuanto a su tendencia a
la violencia, pero, sin embargo, ningún estudio serio en ningún país del
mundo avala esa teoría.

Razones para el No:

Votaremos No aquellos  que pensamos que son espectáculos  al  que
todo adulto tiene derecho de asistir como de no hacerlo.

Decimos No aquellos que sabemos que hombres y mujeres que
aportan mucho a la cultura de nuestro país son aficionados a la fiesta de
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los  toros  y  que,  precisamente,  por  su  bagaje  intelectual  disfrutan  de  la
misma y la creen un rasgo cultural de nuestro país.

Depositaremos nuestro voto No aquellos que creemos que el
gobierno  debe  ocuparse  de  otros  asuntos  y  no  de  las  preferencias  que
tenemos para asistir a los espectáculos que nos causen placer. Mañana
será  el  box,  después  será  la  pesca  y,  finalmente,  será  el  fútbol  con  la
excusa que hay demasiada violencia en cada partido.

PREGUNTA 4

¿Está usted de acuerdo que la Asamblea Nacional, sin dilaciones,
dentro del plazo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legis-
lativa, expida una Ley de Comunicación que cree un Consejo de Regu-
lación que regule la difusión de contenidos en la televisión, radio y
publicaciones de prensa escrita que contengan mensajes de violencia,
explícitamente sexuales o discriminatorios, y que establezca criterios de
responsabilidad ulterior de los comunicadores o los medios emisores?

Explicación de la pregunta:

La  pregunta  es  de  la  mayor  importancia,  pues,  tiene  que  ver  con
nuestra  libertad  de  información  y  con  la  libertad  de  comunicación  en
nuestra sociedad, sin las cuales viviríamos en una especie de aldea
aislada de la vida planetaria.

Concretamente,  primero,  nos  piden  que  decidamos  que  los  asam-
bleístas dicten una ley por la cual se cree un organismo, llamado Consejo
de Regulación, pero que nosotros no decidimos su conformación, sino
que  lo  hará  la  mayoría  de  la  Asamblea  que  es  afín  al  Presidente  de  la
República, es decir, un nuevo ente de burócratas con mayoría de
gobierno.

Segundo, se nos pregunta si estamos de acuerdo en que ese Consejo
regule, o sea, supervise, controle y sancione la difusión de contenidos de
los  programas  de  televisión,  radio  y  de  publicaciones  de  periódicos  y
revistas que, a criterio de ese ente burocrático, estén comunicando
mensajes de violencia, enseñando sexo en películas o que fomenten
cualquier  tipo  de  discriminación,  por  ejemplo,  a  los  homosexuales  o
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lesbianas,  a  los  negros  o  blancos,  a  los  altos  o  patuchos,  a  los  ricos  o
pobres, a los jefes o empleados, etc.

En definitiva, quieren saber si estamos de acuerdo con que este u
otro gobierno nos diga qué ver en los programas de televisión, qué oír en
los programas de radio y qué leer en las noticias que publican los medios
de comunicación privados, pues, como es natural las empresas estatales
de comunicación serán reguladas al gusto y sabor del gobernante de
turno.

Razones para el Sí:

Los que crean no tener el suficiente raciocino para seleccionar los
programas  que  ve  y  escucha  o  las  noticias  que  lee  votarán  Sí,  pues,
alguien por ellos debe convertirse en guías y guardianes de su mente.

El voto debe ser Sí para toda persona que estime que los gobiernos
deben controlar la comunicación en la sociedad, es decir, qué debo recibir
como  información  me  lo  dice  el  gobierno,  cuál  debe  suprimirse  como
programa de televisión me lo indica el Consejo, que el programa de radio
que  no  incluye  un  homosexual,  una  lesbiana,  un  negro,  un  blanco  en
forma proporcionada debe ser sacado del aire.

En fin, por considerarme incapaz de elegir lo que veo, escucho y leo
digo  Sí  gobierno  asístame  para  no  hacer  mal  uso  de  mi  libertad  y  mi
idiocia congénita, su Consejo de Regulación es el sabio que me dará luz
en estas tinieblas mentales en las que vivo.

Razones para el No:

¡No! porque soy un ser libre y capaz de escoger lo que alimenta mi
cerebro sin necesidad de tres o cinco empleados públicos que piensen o
decidan por mí.

Votaré ¡No! porque la dignidad de todos los ecuatorianos no puede
ser pisoteada imponiéndonos tutores de nuestra propia moralidad.

Diré ¡No! a todo intento de coartar la libertad de todos a generar las
decisiones de rechazo a toda comunicación que no se desea ni se quiere,
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pero, en forma autónoma y argumentada, no por directrices guber-
namentales.

¡No! porque nadie en el Ecuador quiere ser marioneta ni vivir
pendiente de las decisiones de un carcelero.

PREGUNTA 5

¿Está usted de acuerdo que la Asamblea Nacional, sin dilaciones,
dentro del plazo establecido en la Ley Orgánica de la Función Legis-
lativa, a partir de la publicación de los resultados del plebiscito, tipifi-
que como infracción penal la no afiliación al Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social de los trabajadores en relación de dependencia?

Explicación de la pregunta:

La norma pretende ampliar la regulación actualmente existente que
determina que la apropiación del dinero del trabajador afiliado es encua-
drada como un ilícito. La propuesta es que la omisión de afiliarlo, cuando
se tiene la obligación jurídica de hacerlo, sea considerada un delito.

Este es nuestro entendimiento de la propuesta, aun cuando no diga
eso la pregunta, pues, lo que esta plantea es con respecto “de los traba-
jadores en relación de dependencia”, lo cual crea una calificación diferente y
netamente jurídica, pues, es preciso comenzar por determinar cuándo
hay  relación  de  dependencia  en  una  relación  de  trabajo  y  ello  sólo  lo
puede  responder  el  Derecho  y  una  de  sus  ramas  especializadas:  la
Laboral.

Razones para el Sí:

Decide votar Sí el que tenga claro lo que autoriza al legislador y sabe
ciertamente cuándo hay relación de dependencia.

Votará Sí el que tenga la certeza que el legislador sabrá determinar
con  precisión  los  casos  concretos  y  específicos  de  tal  relación  de
dependencia.
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Razones para el No:

Votaremos  No  los  que  pensamos  que  no  se  debe  criminalizar
conductas cuya corrección puede lograrse con otros medios menos
traumáticos, esto es, los que pensamos que la solución penal debe ser la
última razón para lograr la prevención de una conducta.

Nos decidimos por  el  No los  que pensamos que la  afiliación de los
trabajadores es una obligación social y jurídica, pero que no requiere para
su cumplimiento de la imposición de un castigo penal, sino que basta con
la sanción administrativa de índole económica.

Diremos  No  los  que  creemos  que  las  soluciones  y  rectificaciones  a
conductas desviadas en la sociedad se deben lograr con medidas propor-
cionadas, lo que implica el menor sacrificio posible a la libertad de las
personas.

SEGUNDO GRUPO: PREGUNTAS REFERIDAS A REFORMAS
DE NORMAS CONSTITUCIONALES

PREGUNTA 1

¿Está usted de acuerdo en enmendar el numeral 9 del artículo 77 de
la Constitución de la República incorporando un inciso que impida la
caducidad de la prisión preventiva cuando ésta ha sido provocada por la
persona procesada y que permita sancionar las trabas irrazonables en la
administración de justicia por parte de juezas, jueces, fiscales, peritos o
servidores de órganos auxiliares de la función judicial, como se establece
en el anexo 1?

ANEXO 1

La orden de prisión preventiva se mantendrá vigente y se suspenderá
ipso jure el decurso del plazo de la prisión preventiva si por cualquier
medio, la persona procesada ha evadido, retardado, evitado o impedido
su juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad. Si la
dilación ocurriera durante el proceso o produjera la caducidad, sea esta
por acciones u omisiones de juezas, jueces, fiscales, defensor público,
peritos o servidores de órganos auxiliares, se considerará que estos han
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incurrido en falta gravísima y deberán ser sancionados de conformidad
con la ley.

Explicación de la pregunta:

Lo que se nos pregunta es si estamos de acuerdo o no en reformar la
Constitución en cuanto a que la prisión preventiva deba cesar, se extinga
o finalice a pesar que haya transcurrido el plazo de 6 meses para delitos
menores y 1 año para delitos mayores, tal como se lo prevé hoy.

La prisión preventiva es una medida que el juez adopta para evitar
que el acusado de cometer un delito se fugue, cuando hay razones para
pensar que ese peligro existe, no tiene otro objetivo, pues, a toda persona
se la debe considerar inocente hasta que exista una sentencia final que la
declare culpable.

La enmienda -para la que se nos pide una respuesta- consiste en
impedir la cesación, extinción o finalización de la prisión preventiva
cuando  el  que  la  sufre,  ejerciendo  su  derecho  de  defensa,  acude  al
proceso  a  peticionar,  a  solicitar  indagaciones,  testimonios  y,  en  general,
oponerse  al  embate  de  los  fiscales  y  sus  investigaciones,  testigos  y  más
evidencias acusatorias y, por esta causa, se vence el plazo para la vigencia
de la medida, sin que exista la respectiva sentencia.

Razones para el Sí:

El que vota Sí por esta reforma se adhiere a la idea que es necesario
evitar que personas enjuiciadas penalmente salgan en libertad, a pesar de
no haber sido encontradas culpables de un delito y así, supuestamente,
combatir la inseguridad que vive el Ecuador.

El voto Sí es una opción sólo para el que decide que la prisión
preventiva  debe  ser  un  castigo  anticipado  para  cualquier  ser  humano
penalmente  enjuiciado,  por  el  solo  hecho  de  estar  acusado,  aun  cuando
sea considerado inocente.

El  que  decide  votar  Sí  es  porque  considera  que  la  libertad  de  las
personas  y  la  unión  familiar,  conjuntamente  con  la  seguridad   en  el
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futuro de los hijos, deben ser despreciadas en beneficio de satisfacer una
duda sobre la inocencia o culpabilidad del sujeto procesado penalmente.

El voto Sí se revestirá de inconstitucionalidad desde el punto de
vista jurídico y de crueldad desde la óptica ética, pues, lo que ofrece es
que el procesado con prisión preventiva no ejerza a plenitud su derecho
de  defensa,  que  lo  sacrifique  en  favor  de  un  juicio  más  acelerado
logrando así que llegue al final del proceso para jugarse con la sentencia
su futuro y el de su familia, desprovisto de una defensa cabal y plena.

Votar Sí es adoptar una decisión personal contraria a los derechos de
las personas que sufren la desgracia de estar penalmente enjuiciadas,
fundamentalmente agresiva contra las doctrinas que defienden la
dignidad del ser humano, esto es, adversa, por ejemplo, al cristianismo.

Razones para el No:

Los  que  pensamos  que  el  voto  debe  ser  No  reflexionamos  de  esta
manera: supongamos, para ejemplificar, que mañana tenemos un alle-
gado (hijo, hermano, padre, esposa) con orden de prisión preventiva en
un  juicio  penal  cualquiera  y  han  pasado  siete  meses  en  el  que  hemos
puesto  todos  los  recursos  de  defensa  en  el  proceso  penal,  sin  embargo,
por esta defensa esa persona no podrá salir en libertad, pues, ha “retar-
dado, evitado o impedido su juzgamiento”  y,  como  dice  la  reforma  pro-
puesta, “por cualquier medio”.

Es decir, la reforma convierte el derecho de defensa en un arma
contra el que se defiende, el escudo del inocente se destruye y se lo deja
inerme frente a la espada de la acusación.

El voto No significa rechazar esa opción y más bien permitir que si
la acusación, en el lapso que prescribe la Constitución para delitos
menores  de  seis  meses  y  para  más  graves  de  un  año,  no  ha  logrado
desvirtuar  la  presunción  de  inocencia  del  acusado  o  no  ha  podido
demostrar que hay peligro de fuga, la persona goce de su libertad hasta el
momento de la sentencia.

El  que vota  No debe saber  que la  prisión preventiva no es  la  única
medida que puede adoptar el juez para asegurar la presencia del
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acusado, pues, tiene a mano la orden de prohibición de ausentarse del
país, la vigilancia policial, el arresto domiciliario, la prohibición de
traslado de domicilio, etc.

El  que  vota  No  está  decidido  a  hacer  respetar  la  dignidad  de  las
personas,  para que su libertad y su vida familiar  no sean exterminadas,
pasando  a  ser  objeto  de  la  apetencia  de  imputaciones  policiales  neta-
mente propagandísticas de su eficiencia, acusaciones fiscales interesadas
en cumplir un estándar de castigos injustificados y jueces temerosos de la
mala fama que le crean policías y fiscales.

Desde el punto de vista ético el que vota No quiere convertir en ley
universal el principio de solidaridad humana que concreta en su
pensamiento  al  votar:  “No deseo que los seres humanos sufran la execrable
prisión y consecuente destrucción de sus familias mientras exista una dosis de
oportunidad a la demostración de su inocencia”.

El  que vota  No se  adhiere  al  humanismo pleno,  rechaza la  política
de la prisión a los inocentes y desecha convertirse en cómplice de tantas y
tantas víctimas de acusaciones políticas y venganzas personales.

PREGUNTA 2

¿Está usted de acuerdo que las medidas sustitutivas a la privación
de la libertad se apliquen bajo las condiciones y requisitos establecidos
en la ley, de acuerdo al anexo 2?

ANEXO 2

El artículo 77 numeral 1 dirá:

"La privación de la libertad no será la regla general y se aplicará
para garantizar la comparecencia del imputado o acusado al proceso, el
derecho de la víctima del delito a una justicia pronta, oportuna y sin
dilaciones, y para asegurar el cumplimiento de la pena; procederá por
orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y
con las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos
flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la persona detenida sin
fórmula de juicio por más de veinticuatro horas. Las medidas no
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privativas de libertad se aplicarán de conformidad con los casos, plazos,
condiciones y requisitos establecidos en la ley".

La jueza o juez aplicará las medidas cautelares alternativas a la
privación de libertad contempladas en la ley. Las sanciones alternativas
se aplicarán de acuerdo con los casos, plazos, condiciones y requisitos
establecidos en la ley.

Explicación de la pregunta:

Se  nos  pregunta  si  queremos  reformar  la  Constitución  en  cuanto  a
que  siendo  la  prisión  preventiva  una  medida  de  excepción  que  sólo  se
dicta cuando hay peligro de fuga y que, por esa razón, no se cumpla con
la sentencia, no pueda el juez reemplazarla por otra que asegure los
mismos resultados, esto es, que evite las dos situaciones que no desea-
mos, o sea, que se fugue el procesado y no reciba la condena que se mere-
ce en caso de ser encontrado culpable.

Actualmente, bajo la misma consideración de la prisión como
excepción al principio general del goce de la libertad de todos, se permite
al juez sustituir esa medida de previsión por otra que asegure los mismos
resultados. Es decir, el juez pondera cada situación de acuerdo a cada
caso y decide la procedencia de la sustitución o, bien, su improcedencia.

La  reforma  más  bien  nos  pide  que  confiemos  que  impidiendo  que
sea al criterio del juez la sustitución de la medida de prisión preventiva
sea la Asamblea Nacional la que haga una ley que señale “los casos, plazos,
condiciones y requisitos” para determinar la procedencia de tal reemplazo
de la medida de prisión por otra distinta y alternativa.

Razones para el Sí:

El que vota Sí lo que hace es decidir no por una opción, pues, la ley
que reemplazará al sistema actual no ha sido dictada ni propuesta
siquiera, simplemente será un voto de rechazo al sistema actual.

Dar  el  voto  Sí  no  significa  otra  cosa  que  expresar  el  deseo  que  los
jueces no sean los que decidan la sustitución de la prisión preventiva,
sino que sean los asambleístas los que digan en qué casos procede o no,



JORGE ZAVALA EGAS

56

por qué tiempo se da el reemplazo de la prisión, bajo qué condiciones y
cumpliendo los requisitos que ellos determinen como idóneos.

El que da el voto Sí decide que es preferible una ley general y
abstracta que prevea las posibilidades y regule con ámbito totalizador los
casos de sustitución de la prisión preventiva, en vez del actual sistema en
que es el juez el que, en cada caso concreto, conociendo las particu-
laridades del mismo, decide tal reemplazo de la medida restrictiva de la
libertad.

Razones para el No:

Los que decimos No, primero, rechazamos que se nos pregunte por
una  norma  en  blanco,  o  sea,  nos  parece  poco  ético  que  se  nos  pida
contestar que no queremos el actual sistema de sustitución de la prisión
preventiva, que decidimos deshacerlo; sin embargo, no nos presentan
ninguna opción concreta de reemplazo. Nos obligan a destruir un sistema
bueno,  en poco o  en mucho,  pero no me dan alternativa para construir
otro.  Eso  no  está  de  acuerdo  con  ningún  principio  moral  que  rija  la
actividad política.

Votamos No porque es  mucho más lógico que sea el  juez,  en cada
caso  que  conoce,  el  que  decida  la  oportunidad  y  procedencia  de  la
sustitución de la prisión preventiva, esto es, tiene frente a sí las
circunstancias que contextualizan la situación de cada procesado, su
realidad personal, familiar, laboral y social. Tiene todos los elementos de
juicio para tomar una decisión muy próxima al acierto.

El voto No es decirle a los legisladores que no deben, desde la larga
distancia que tienen con cada proceso, tratar de generalizar la situación
de Juan obrero en el proceso A, de Pedro empresario en el juicio B y de
Mario  político  en  el  expediente  C,  cada  uno  tiene  su  propio  entorno  y
vive sus propias circunstancias.

El voto es No porque relacionando la pregunta 1 con ésta vemos con
mucha objetividad que en las dos se encierra un solo deseo: no permitir
que  la  prisión  preventiva  sea  flexible,  que  no  constituya  más  que  una
medida provisional, sino que se la quiere convertir en una condena
anticipada a los procesados penalmente.
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Los  que  votamos  No  rechazamos  que  sea  una  buena  política
criminal la de reducir todo a prisión preventiva, pues, ello trae otras
consecuencias nocivas a la sociedad: seres sin trabajo, niños despro-
tegidos, mujeres lanzadas a la mendicidad o prostitución, familias
deshechas  y,  además,  crecimiento  de  las  escuelas  del  crimen  que,  en  la
realidad, son las cárceles del País.

Los que decidimos No estamos optando por una visión más realista
del tema y, ello, porque resulta más fácil controlar socialmente la
actividad de los jueces en cada uno de los casos que decide, a tener que
ejercer  ese  control  en  la  aplicación  de  una  ley  general  que  no  prevé  las
particularidades de la concreta situación de un procesado.

Decimos No porque valoramos en sumo grado la libertad de los
seres humanos, su entorno familiar, la protección de los hijos y el futuro
que todos construimos desarrollando una vida sin panópticos.

PREGUNTA 3

¿Está usted de acuerdo con prohibir que las instituciones del sistema
financiero privado, así como las empresas de comunicación privadas, de
carácter nacional, sus directores y principales accionistas, sean dueños o
tengan participación accionaria fuera del ámbito financiero o comu-
nicacional, respectivamente, enmendando la Constitución como lo
establece el anexo 3?

ANEXO 3

El primer inciso del artículo 312 de la Constitución dirá:

"Las instituciones del sistema financiero privado, así como las
empresas privadas de comunicación de carácter nacional, sus directores
y principales accionistas, no podrán ser titulares, directa ni indirec-
tamente, de acciones y participaciones, en empresas ajenas a la actividad
financiera o comunicacional, según el caso. Los respectivos organismos
de control serán los encargados de regular esta disposición, de confor-
midad con el marco constitucional y normativo vigente".

En el primer inciso de la DISPOSICIÓN TRANSITORIA VIGÉ-
SIMO NOVENA dirá:
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"Las acciones y participaciones que posean las instituciones del
sistema financiero privado, así como las empresas de comunicación
privadas, de carácter nacional, sus directores y principales accionistas,
en empresas distintas al sector en que participan, se enajenarán en el
plazo de un año contado a partir de la aprobación de esta reforma en
referendo".

Explicación de la pregunta:

Se  dirige  en  forma  exclusiva  a  las  personas  y  empresas  que  se
dedican a la actividad de la banca e intermediación financiera, así como a
la difusión de noticias a nivel nacional como propietarios o adminis-
tradores de medios de comunicación.

Se nos pregunta si estamos de acuerdo con limitar a esas personas  y
empresas el desarrollo de su actividad personal y empresarial impidién-
doles que puedan ejercerla en otros ámbitos del quehacer económico, es
decir, que permanezcan restringidos a desarrollar su actividad financiera
y comunicacional sólo en cada uno de esos ámbitos especiales.

Razones para el Sí:

Los  que  decidan  votar  por  el  Sí  lo  harán  porque  consideran  que
gestionar,  manejar  u  operar  bancos  o  medios  de  comunicación  permite
que éstos abusen de su poder de influencia, partiendo de lo económico y
pasando por la opinión pública, para acceder con más facilidad a otras
actividades económicas en clara ventaja sobre otras personas y empresas.

Decidir votar por el Sí implica estar de acuerdo con que el medio
adecuado para lograr la finalidad de impedir el abuso antes supuesto es
el  que  se  contempla  en  la  pregunta  y  anexo  respectivo,  es  decir,
restringiendo la libre iniciativa económica de tales personas involucradas
en negocios de banca y medios de comunicación.

Los  que  votaron  Sí  al  aprobar  la  actual  Carta  Fundamental  deben
saber que votaron por la norma que consta en el artículo 84 y que, en esa
ocasión, ordenaron que ni el propio pueblo puede atentar contra los
derechos constitucionales y, en este caso, se trata de decidir una
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restricción al derecho fundamental a la libre iniciativa económica que
prevé, la misma Constitución, en el artículo 66.15.

Razones para el No:

La  fundamental  para  los  que  hemos  decidido  votar  No,  es  que
debemos respetar la norma constitucional que nos prohíbe votar “contra
los derechos que reconoce la Constitución”  (Art.  84  CRE)  y  si  comenzamos
por votar  contra  el  derecho a  la  libre  iniciativa económica de unos ¿por
qué  no  votar  mañana  contra  el  derecho  a  la  libertad  o  al  acceso  a  los
servicios públicos de otros?

Porque  los  que  votaremos  No  consideramos  que  es  hora  de  tomar
los derechos fundamentales de las personas en serio y que no es posible
sentar  un  pésimo  precedente  para  que  el  gobierno,  en  el  futuro,  pueda
restringir y hasta conculcar cualquier derecho constitucional de cualquier
persona.

También es razón para el No considerar que la norma del actual
artículo  312  de  la  Constitución  es  la  que  el  pueblo  votó  para  regular  la
actividad económica financiera y comunicacional, la cual consideramos
proporcionada y suficiente.

PREGUNTAS 4 y 5

Está usted de acuerdo en sustituir el actual Pleno del Consejo la
Judicatura por un Consejo de la Judicatura de Transición, conformado
por tres miembros designados, uno por la Función Ejecutiva, uno por la
Función Legislativa y uno por la Función de Transparencia y Control
Social, para que en el plazo improrrogable de 18 meses, ejerza las com-
petencias del Consejo de la Judicatura y reestructure la Función Judicial,
como lo establece el anexo 4?

ANEXO 4

Sustitúyase el Art. 20 del Régimen de Transición por el siguiente.

Art. 20.- Se disuelve el actual Pleno del Consejo de la Judicatura. En
su reemplazo se crea un Consejo de la Judicatura de Transición, confor-



JORGE ZAVALA EGAS

60

mado por tres delegados designados y sus respectivos alternos: uno por
el Presidente de la República, uno por la Asamblea Nacional y uno por la
Función de Transparencia y Control Social; todos los delegados y sus
alternos estarán sometidos a juicio político. Este Consejo de la Judica-
tura transitorio tendrá todas las facultades establecidas en la Cons-
titución, así como las dispuestas en el Código Orgánico de la Función
Judicial, y ejercerá sus funciones por un periodo improrrogable de 18
meses.

El Consejo de la Judicatura definitivo se conformará mediante el
procedimiento establecido en el artículo 179 de la Constitución enmen-
dada. El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social asegurará
que los miembros del nuevo Consejo de la Judicatura estén designados
antes de concluidos los 18 meses de funciones del Consejo de la Judi-
catura de transición.

Queda sin efecto el concurso de méritos y oposición que lleva a cabo
el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para la desig-
nación de los nuevos vocales del Consejo de la Judicatura.

Suprímase la disposición transitoria primera del Código Orgánico
de la Función Judicial.

PREGUNTA 5

¿Está usted de acuerdo en modificar la composición del Consejo de
la Judicatura, enmendando la Constitución y reformando el Código
Orgánico de la Función Judicial, como lo establece el anexo 5?

ANEXO 5

Enmiéndese la Constitución de la República del Ecuador de la
siguiente manera:

"Art. 179.- El Consejo de la Judicatura se integrará por 5 delegados,
y sus respectivos suplentes, quienes serán elegidos mediante ternas
enviadas por el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, cuyo
representante lo presidirá; por el Fiscal General del Estado, por el Defen-
sor Público, por la Función Ejecutiva y por la Asamblea Nacional. Los
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delegados mencionados en el inciso anterior serán elegidos por el
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, a través de un
proceso público de escrutinio con veeduría y posibilidad de impugnación
ciudadana.

El procedimiento, plazos y demás elementos del proceso serán
determinados por el Consejo de Participación Ciudadana y Control
Social.

Los miembros del Consejo de la Judicatura, tanto titulares como
suplentes, durarán en el ejercicio de sus funciones 6 años.

El Consejo de la Judicatura rendirá su informe anual ante la
Asamblea Nacional, que podrá fiscalizar y juzgar a sus miembros.”.

Explicación de las preguntas:

Es una cuestión las que se nos plantea de mayúscula importancia
para el  destino de las  personas,  bienes  y  vigencia  de los  derechos cons-
titucionales,  pues,  se  refiere  a  la  forma  de  elegir  los  jueces,  más  aún  el
modo en que se plantea la subordinación de éstos al Poder del Ejecutivo.

Hace más de dos siglos se vio la necesidad de separar el ejercicio del
gobierno de la justicia, pues ésta atada a aquél no implicaba otra cosa que
el despotismo y la tiranía.

No puede ser de otra forma en vista que si los jueces son servidores
del gobierno no pueden ser imparciales al momento de dictar sentencias
en las cuestiones que involucran a cada individuo, a cada familia o a cada
grupo social.

Se trata, en la pregunta, a los jueces y a la función que desempeñan
en la sociedad como si fueran sólo un elemento técnico en la organización
del Estado, pero el juez es mucho más que eso: es el órgano que tiene por
misión el logro de la paz social mediante las soluciones que, a través de
las sentencias, da a los litigios de cada persona

Para lograr una efectiva independencia de los jueces con respecto al
gobierno se ideó la creación de un órgano distinto que no sea judicial ni
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tampoco del ejecutivo, de ahí nacen los llamados Consejo de la Judi-
catura, cuyo función esencial es cuidar y preservar esa independencia.

La  pregunta  pide  que  nos  pronunciemos  sobre  la  si  la  forma  de
elección, organización y administración del sistema judicial que prevé
hoy la Constitución debe continuar o si se debe optar por otra que esté en
manos del Presidente de la República.

Razones para el Sí:

La única que se nos ocurre es que el voto Sí implica el abandono del
ciudadano al poder totalitario del Presidente, es decir, inconforme con el
sistema  judicial,  decide  entregarle  la  adjudicación  de  la  justicia  al
responsable de la administración pública.

Esta  solitaria  razón  deriva  al  votar  Sí  en  otras  en  las  que  está  de
acuerdo como, por ejemplo, que cada litigio judicial (es decir, los de
todos) sea resuelto de acuerdo con los criterios políticos, de selección y
discrimen que haga el dirigente del gobierno a cargo de la provincia
judicial que le sea asignada.

Votar  Sí  es  estar  de acuerdo que si  mañana una hermana o cuñada
litiga con alguien del gobierno tenga de antemano prefijada la sentencia
en su contra, pues, el juez será obediente a los intereses de este último.

El que se decide votar Sí se adhiere al nuevo sistema que será el que
todo derecho que se esgrima o invoque contra el poder público llámese
policía, fiscalía, gobernaciones, intendencias, etc. jamás sea reconocido,
pues el juez inclinara la cerviz ante ese poder.

En definitiva, el que vota Sí no decide contra la corrupción ni contra
la irresponsabilidad de uno que otro juez, se pronuncia por una sistema
totalitario de poder que genera mil veces más corrupción e
irresponsabilidad como la historia lo demuestra aquí y en todo el mundo.

Razones para el No:

La fundamental  para decidir  por  el  No es  que la  alternativa que se
nos  ofrece  para  mejorar  el  actual  sistema  judicial  no  es  la  idónea  ni
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tampoco la adecuada para esa finalidad, por el contrario, lo cambia sí,
pero para empeorar su realidad.

Diremos  No  porque  no  queremos  vivir  bajo  el  manto  protector  de
un solo poder que sea dueño de personas y bienes en el Ecuador, porque
no creemos que el mal de la administración de justicia esté en la forma de
elección, la organización y la gestión judiciales, lo que está mal en ella
obedece a una razón puntual: no acceden los indicados por falta de
estímulos en una carrera judicial desmerecida y desprotegida.

Votaremos No porque creemos que es necesario dar la solución
adecuada al sistema judicial,  lo que pasa por la activación de la Escuela
Judicial y la mejora sustancial del presupuesto de la Función. Esas son las
soluciones y no la agremiación política de los jueces que no significa otra
cosa que el retorno a las malas experiencias de tantos años.

La  alternativa  No  está  en  concordancia  con  el  deseo  de  vivir  en
libertad  y  no  que  me  pongan  en  manos  de  jueces  doblegados  al  poder
que  le  darán  forma  de  sentencias  a  decisiones  políticas  o  de  revancha
personal.

Diremos No porque la justicia no puede ser manipulada por nadie y
es necesario dar protección a nuestros hijos y nietos de la embestida a su
futuro que significa entregarles un país con jueces que estén atados al
dogal del Presidente de la República sea quien fuese.

Los que creemos en la respuesta No pretendemos ofrecer una clara
respuesta a los gobernantes diciéndoles “Hasta aquí llegan sus límites
autoridades:, la justicia para  nuestro pueblo, para nosotros no es patrimonio de
ustedes, de su partido político ni de sus amigos”.

Guayaquil, a 14 de marzo de 2011

Jorge Zavala Egas
0903667335


